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Prólogo
La presentación del tercer Plan Nacional de Envejecimiento y Vejeces es un hito relevante 
para una política pública de importancia en el país. El plan trasunta un enfoque sistémico, una 
elaboración colectiva, planificada y flexible, y un esfuerzo intersectorial monitoreable y de 
gran valor. Por otra parte, retomar la práctica de construir un plan acerca más a Uruguay a los 
estándares con los que tempranamente se ha comprometido en esta materia.

Para el Ministerio de Desarrollo Social tiene un especial valor que el equipo del Instituto 
Nacional de las Personas Mayores, en cumplimiento de un mandato político que reivindi-
camos, haya alentado desde el primer día de nuestra administración el restablecimiento de 
espacios de participación social. Esa actitud adquiere aún más relieve cuando los espacios 
se han sostenido en el tiempo y los actores participantes han incidido en definiciones rele-
vantes de la política pública.

Reiteramos aquí una convicción que trasciende este capítulo particular: no es posible 
construir una política pertinente y con pretensiones de transformación social sin la partici-
pación directa de los actores involucrados. A su vez, el propio ejercicio de la participación 
y la organización social efectiviza un derecho humano posibilitador de otros derechos y 
conquistas.

El presente plan se inscribe en esta línea de trabajo y debe ser, por ende, un instrumento 
disponible para la consecución de acciones transformadoras, aun más allá de los organis-
mos estatales y sus programas. Dentro de sus múltiples dimensiones se ubica la lucha con-
tra el abuso, la discriminación y el maltrato hacia las personas mayores. En un país con las 
características demográficas del Uruguay, este y otros desafíos éticamente relevantes que 
involucran la realidad de las personas mayores requieren, además, llegar cada vez a más 
personas y hacerlo en menos tiempo. El horizonte normativo de la sociedad del cuidado es 
una guía y una referencia para los cambios estructurales que estas mismas luchas exigen.

Finalmente, el país no puede privarse del aporte y el protagonismo de las personas mayo-
res. La perspectiva de desarrollo comunitario que queremos imprimirle a todas las políticas 
sociales nos lleva también a enfatizar aquí la importancia del diálogo y la construcción de 
espacios intergeneracionales, que enriquezcan nuestro proyecto nacional.
Agradezco a través de estas líneas a todas las personas, comunidades, organizaciones 
sociales e instituciones que han sido y serán parte de la elaboración y ejecución del plan. 
También, y especialmente, al equipo encabezado por la licenciada Marianela Larzábal, cuyo 
liderazgo y compromiso se ha puesto de manifiesto durante todo el proceso.

Que la búsqueda de más igualdad, libertad y justicia social nos siga moviendo en esta impor-
tante causa.

Prof. Gonzalo CIVILA          
Ministro de Desarrollo Social
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Presentación
Es una gran alegría, para el Ministerio de Desarrollo Social y la Dirección Nacional del Ins-
tituto Nacional de las Personas Mayores (Inmayores), presentar el Tercer Plan Nacional de 
Envejecimiento y Vejeces, fruto de un intenso esfuerzo por generar acuerdos de trabajo y 
compromisos en las políticas de envejecimiento y vejez.

En relación con el rol de rectoría que confiere a Inmayores, este plan constituye una herra-
mienta fundamental para orientar las políticas públicas hacia la garantía de los derechos de 
las personas mayores. Propone avanzar en acciones y compromisos interinstitucionales, 
desde una mirada transversal e intersectorial de las vejeces y el envejecimiento que permi-
ta respuestas concretas y materializables durante el período 2026–2030.

Bajo el lema “La voz de las personas mayores transforma realidades”, este período retoma 
la elaboración del plan nacional y profundiza la participación de las personas mayores en 
su construcción. La gobernanza inclusiva, basada en la consulta, el diálogo y la priorización 
colectiva, reafirma una convicción: las personas mayores deben ser protagonistas en el di-
seño, seguimiento y monitoreo de las políticas públicas, junto con sus organizaciones, la 
academia y las instituciones públicas, tal como establece la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.

Uruguay fue el primer país en ratificar plenamente esta Convención en 2016 y mantiene el 
compromiso de avanzar en su implementación. La instalación de su mecanismo de segui-
miento constituye una oportunidad para fortalecer el monitoreo del cumplimiento de los 
derechos y complementar los objetivos de este plan. En este marco, Inmayores convoca a 
toda la institucionalidad a asumir una corresponsabilidad colectiva en las políticas de en-
vejecimiento y vejez.

Uruguay atraviesa un proceso de envejecimiento demográfico acelerado. Las decisiones 
que tomamos hoy influyen directamente en las vejeces que construiremos mañana. Este 
escenario nos desafía a preguntarnos cómo queremos vivir nuestras vejeces y qué socie-
dad queremos construir para hacerlas dignas, libres de violencias y con pleno ejercicio de 
derechos.

No existe una única forma de envejecer. Las vejeces son diversas y están atravesadas por 
las condiciones sociales, económicas, territoriales y de género. Por eso, este plan propone 
avanzar hacia políticas que reconozcan esa diversidad y transformen las desigualdades que 
condicionan las trayectorias de vida y el acceso a derechos.

El eje de transformación cultural constituye una puerta de entrada a este cambio. Enfrentar 
el viejismo y las múltiples formas de discriminación, prejuicio y exclusión que afectan a las 
personas mayores requiere un cambio de paradigma que las reconozca como sujetos ple-
nos de derechos, superando miradas asistencialistas, sanitaristas o patológicas.
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Promover la autonomía, la participación, la inclusión, el acceso a derechos, los cuidados de 
calidad, la vivienda, la salud y una vida libre de violencias constituye parte central de este 
desafío. También lo es fortalecer las respuestas institucionales ante las situaciones de vul-
neración de derechos.

Para avanzar en esta dirección necesitamos instituciones fortalecidas, capaces de producir 
conocimiento, formar a quienes trabajan con personas mayores y generar respuestas adecua-
das a una sociedad que envejece. El fortalecimiento institucional es, por tanto, una condición 
para construir políticas públicas sostenibles y anticipatorias.
En Inmayores entendemos que Uruguay se encuentra en un momento bisagra. El Tercer Plan 
Nacional de Envejecimiento y Vejeces busca consolidar acuerdos políticos y sociales dura-
deros, y fortalecer las capacidades institucionales necesarias para orientar las políticas pú-
blicas de las próximas décadas. Su incorporación a los compromisos de Gobierno Abierto 
permitirá, además, promover el monitoreo y la evaluación de sus avances durante el período 
2026–2030.

Cada plan construye futuro. Las vejeces que viviremos en los próximos treinta años depen-
den, en buena medida, de las decisiones que tomemos hoy.

Esta es una oportunidad para reafirmar el compromiso de Uruguay con los derechos de las 
personas mayores y avanzar hacia una sociedad más inclusiva, solidaria y preparada para 
los desafíos y las oportunidades que plantea el envejecimiento.

Marianela LARZÁBAL

Directora del Instituto Nacional de 
las Personas Mayores
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Glosario de siglas
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Introducción

Capítulo 1
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El Instituto Nacional de las Perso-
nas Mayores (Inmayores) se crea 
por la Ley 18.617 en el año 2009, en 
la órbita del Ministerio de Desarro-
llo Social (MIDES), como una institu-
ción especializada en la promoción 
y protección de los derechos de las 
personas mayores.

Como organismo rector de políti-
cas públicas de envejecimiento y 
vejez, es responsable del asesora-
miento a las instituciones del Es-
tado en la materia. Asimismo, tiene 
por cometido la promoción de pro-
gramas y actividades para el desa-
rrollo pleno y la integración social 
de las personas mayores, así como 
la planificación, el diseño, la ejecu-
ción y la evaluación de las políticas 
nacionales vinculadas a este sector 
de la población.

En este sentido, la ley de creación 
del Inmayores establece la elabo-
ración de un plan nacional de en-
vejecimiento y vejez, que aborde 
integralmente las necesidades de 
las personas mayores para el cum-
plimiento de sus derechos.

En cumplimiento de los cometidos 
del Inmayores y dando continuidad 
a los procesos de planificación de-
sarrollados anteriormente, tales 
como el primer y segundo Plan Na-
cional de Envejecimiento y Vejez, se 
elabora el Tercer Plan Nacional de 
Envejecimiento y Vejeces.

El Tercer Plan Nacional de Envejeci-
miento y Vejeces (en adelante, Ter-
cer Plan) integra diversos aportes:

• La incorporación del enfoque de 
derechos y de los principios reco-
nocidos en la Convención Intera-
mericana sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las Personas 
Mayores, ratificada por Uruguay 
mediante la Ley 19.430.

• Los aprendizajes y la evaluación 
del primer y segundo Plan Nacional 
de Envejecimiento y Vejez.

• Los aportes que emanan de la 
articulación y asesoramiento del 
Consejo Consultivo. Este órgano, 
al igual que el instituto, fue esta-
blecido por la Ley 18.617 en 2009, y 
puesto en funcionamiento en 2012, 
con el objetivo de proponer y ase-
sorar en materia de políticas diri-
gidas a las personas mayores. Está 
integrado por la sociedad civil or-
ganizada, a través de la Red Nacio-
nal de Organizaciones de Personas 
Mayores (Redam) y la Organización 
Nacional de Asociaciones de Ju-
bilados y Pensionistas del Uruguay 
(onajpu), el Ministerio de Salud Pú-
blica (MSP), el Banco de Previsión 
Social (BPS), el Congreso de Inten-
dentes y el sector académico, a tra-
vés de la Unidad Académica de Ge-
riatría y Gerontología de la Facultad 
de Medicina de la Universidad de la 
República.

• Los insumos de otras organizacio-
nes sociales como: Frente Social de 
la Salud, Asociación Uruguaya de 
Alzheimer y Similares (AUDAS), Coo-
perativa Coviviendo Angirũ, Coo-
perativa Cohabitar Carpe Diem, 
Federación de Organizaciones de 
la Discapacidad, Colectivo Ni Todo 
Está Perdido (NITEP), Federación 
Uruguaya de Teatros Independien-
tes (FUTI), Sociedad Uruguaya de Ac-
tores (SUA), Asociación Uruguaya de 
Músicos (Audem), Asociación Cris-
tiana de Jóvenes Montevideo (ACJ), 
Red de Artes Circenses de Uruguay 
(RACU), Red Nacional de Clubes de 
Lectura (RNCl).

• Los aportes de los organismos 
públicos competentes: Fiscalía 
General de la Nación; Ministerio 
de Educación y Cultura (MEC); Mi-
nisterio del Interior (MI), Ministerio 
de Turismo (MINTUR), Ministerio de 
Vivienda y Ordenamiento Territo-
rial (MVOT), Ministerio de Relacio-
nes Exteriores (MRREE/CANCILLERÍA), 
Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social (MTSS), Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE), 
Red de Atención del Primer Nivel 
(RAP Metropolitana -ASSE), Secreta-
ría de Derechos Humanos de la Pre-
sidencia de la República, Comisión 
Interdepartamental de Personas 
Mayores (CIPEM) del Congreso de In-
tendentes; Administración Nacio-
nal de Telecomunicaciones (ANTEL), 
Instituto Nacional de Empleo y For-
mación Profesional (INEFOP), Poder 
Judicial, Administración Nacional 
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de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
(UTE), Escuela Multidisciplinaria de 
Arte Dramático (EMAD), Intendencia 
de Montevideo.

• Las contribuciones del Instituto Na-
cional del Cooperativismo (INACOOP), 
Movimiento de Erradicación de la Vi-
vienda Insalubre (MEVIR).

• Los aportes académicos de la Uni-
versidad de la República: Cátedra 
Unesco de Educación de Personas 
Jóvenes y Adultas de la Facultad de 
Humanidades y Ciencias de la Edu-
cación, el Centro Interdisciplinario 
de Envejecimiento (CIEn), Facultad 
de Enfermería, Programa Aprendi-
zaje y Extensión (APEX), Facultad de 
Ciencias Sociales, Centro de estu-
diantes de Derecho, Instituto Su-
perior de Educación Física (ISEF).
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Fundamentación 
general y propósito

Capítulo 2
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Es responsabilidad del Estado uru-
guayo dar una respuesta sostenida 
y articulada a los procesos de en-
vejecimiento de la población, reco-
nociendo a las personas mayores 
como sujetos plenos de derechos 
y como protagonistas activos de la 
vida social y comunitaria, con ca-
pacidad de decisión, participación 
y contribución.

Dentro de este marco se inscribe 
este Tercer Plan, que busca forta-
lecer la acción estatal frente a un 
escenario cada vez más comple-
jo, dinámico y diverso. Según esta 
perspectiva, el envejecimiento y la 
vejez se conciben como momen-
tos del curso de vida que deben ser 
abordados desde la dignidad, la au-
tonomía, la igualdad y la no discri-
minación, promoviendo el ejercicio 
efectivo de derechos en todos los 
ámbitos de la vida social.

El propósito del Tercer Plan es con-
solidar y profundizar una política 
pública integral, intersectorial y ba-
sada en derechos humanos, orien-
tada a garantizar el ejercicio pleno, 
efectivo y en condiciones de igual-
dad, de los derechos de las perso-
nas mayores en toda su diversidad.

En este sentido, el plan orienta la 
acción estatal hacia la promoción 
de la autonomía, la participación 
social y la inclusión de las personas 
mayores, así como al fortalecimien-
to de la articulación entre organis-
mos públicos e instituciones, para 

reforzar la coordinación programá-
tica territorial entre prestaciones, 
servicios, dispositivos, organiza-
ciones y propuestas comunitarias. 
De este modo, consolida el rol del 
Inmayores en su función de rectoría, 
coordinación y seguimiento de las 
políticas de envejecimiento y vejez.

La elaboración de este Tercer Plan 
responde a una demanda sosteni-
da de la sociedad civil organizada 
de personas mayores que, a lo lar-
go del tiempo, ha señalado la ne-
cesidad de actualizar y profundizar 
los lineamientos estratégicos en 
materia de envejecimiento y vejez. 
Estas organizaciones han cumpli-
do un rol central en la visibilización 
de problemáticas emergentes, en 
la defensa de los derechos de las 
vejeces y en la promoción de una 
agenda pública acorde a los desa-
fíos actuales del envejecimiento 
poblacional, contribuyendo activa-
mente al proceso de construcción 
de políticas públicas participativas 
e inclusivas.
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En síntesis, el Tercer Plan Nacio-
nal de Envejecimiento y Vejeces se 
concibe como un instrumento de 
planificación de alcance nacional, 
orientado a ordenar y articular las 
acciones en materia de envejeci-
miento y vejez. Su diseño establece 
un marco común para la actuación 
de los distintos organismos públi-
cos y, al mismo tiempo, promue-
ve la participación de las personas 
mayores, las organizaciones de la 
sociedad civil, la academia y otros 
actores vinculados a la temática.

Su diseño se sustenta en un enfo-
que de derechos humanos y parte 
del reconocimiento de que exis-
ten distintas formas de envejecer 
y transitar la vejez, atravesadas por 
trayectorias de vida diversas y por 
desigualdades que pueden acumu-
larse o profundizarse a lo largo del 
curso de vida.
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 Antecedentes 

Capítulo 3
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El Plan de Acción Internacional 
de Madrid sobre el Envejecimien-
to (MIPAA), por sus siglas en inglés) 
surge en la Segunda Asamblea 
Mundial sobre Envejecimiento, ce-
lebrada del 8 al 12 de abril de 2002 
en Madrid, España.

Constituye una guía estratégica 
integral para la formulación de po-
líticas y programas sobre envejeci-
miento y derechos de las personas 
mayores, aprobada por unanimi-
dad por los Estados asistentes a la 
asamblea, que se comprometen a 
adoptar medidas orientadas a me-
jorar la calidad de vida de las per-
sonas mayores y al fortalecimiento 
de los sistemas que aseguran el 
bienestar durante todo el curso de 
vida, tanto a nivel nacional como 
internacional (Organización de las 
Naciones Unidas [ONU], 2002).

Con una influencia directa en el 
diseño e implementación de polí-
ticas sobre envejecimiento de las 
poblaciones, así como en el avance 
de información sociodemográfica 
para el seguimiento de indicado-
res sobre calidad de vida, el MIPAA 
representa un instrumento de re-
alce para la identificación de retos 
existentes respecto a las personas 
mayores. Este plan impulsó un cam-
bio de paradigma al pasar de con-
cebir a las personas mayores como 
beneficiarias de asistencia a consi-
derarlas como sujetos de derechos 

(Comisión Económica para Améri-
ca Latina y el Caribe [CEPAL], 2026a).

Este compromiso internacional 
marcó un hito en los derechos de 
las personas mayores, ya que re-
solvió adoptar acciones dirigidas 
a garantizar que a nivel mundial las 
personas puedan envejecer con se-
guridad y dignidad. Las acciones se 
desarrollan en torno a tres dimen-
siones prioritarias: las personas de 
edad y el desarrollo; la promoción 
de la salud y el bienestar en la vejez, 
y el logro de entornos emancipado-
res y propicios (ONU, 2002).

En el año 2027 se realizará la re-
visión regional, en el marco de la 
Sexta Conferencia Regional Inter-
gubernamental sobre Envejeci-
miento y Derechos de las Personas 
Mayores en América Latina y el Ca-
ribe. Asimismo, la quinta revisión 
y evaluación sobre la implemen-
tación del MIPAA se realizará, a nivel 
global, al año siguiente, en el marco 
del sexagésimo sexto período de 
sesiones de la Comisión de Desa-
rrollo Social de las Naciones Unidas 
(CEPAL, 2026a).

Consenso de Montevideo
sobre Población y Desarrollo (2013)

Es el acuerdo intergubernamental 
más relevante de la región en la ma-
teria, que trata y contribuye al cum-
plimiento de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, así como 
a la puesta en práctica de otros 
instrumentos internacionales. Fue 
aprobado en la Primera Reunión 
de la Conferencia Regional sobre 
Población y Desarrollo de América 

Latina y el Caribe, organizada con-
juntamente por la CEPAL y Uruguay, 
que se llevó a cabo del 12 al 15 de 
agosto de 2013. Con el respaldo del 
Fondo de Población de las Nacio-
nes Unidas (UNFPA), reconoce diez 
medidas prioritarias para fomentar 
el desarrollo de políticas públicas 
dirigidas a garantizar el pleno ejer-
cicio de los derechos humanos en 
el campo de la salud sexual y repro-
ductiva, el envejecimiento pobla-
cional, la migración internacional, 
los pueblos indígenas y las pobla-
ciones afrodescendientes. Prioriza 
también medidas de políticas pú-
blicas para atender las desigualda-
des derivadas de las brechas vin-
culadas al nivel socioeconómico, la 
identidad de género, la orientación 
sexual, el origen étnico-racial, el 
territorio de residencia, la edad y la 
discapacidad (CEPAL, 2024).

La CEPAL afirma que este acuerdo es 
una herramienta fundamental para 
la concientización, en los países 
de la región, acerca de los factores 
estructurales que hacen de Améri-
ca Latina y el Caribe la región más 
desigual del mundo (CEPAL, 2023).

La Sexta Reunión de la Conferencia 
Regional sobre Población y Desa-
rrollo de América Latina y el Caribe 
tuvo lugar en agosto del presente 
año, en la ciudad de Montevideo, 
con el objetivo de analizar los efec-
tos del cambio demográfico en la 
región, así como de estudiar los 
avances, desafíos, buenas prácti-
cas y prioridades actuales para la 
implementación del Consenso de 
Montevideo sobre Población y De-
sarrollo (CEPAL, 2026b).

ANTECEDENTES INTERNACIONALES

Plan de Acción Internacional de 
Madrid sobre el Envejecimiento 
(2002)
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Convención Interamericana
sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las 
Personas Mayores (2015)

La Convención Interamericana so-
bre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores 
(en adelante, la Convención) cons-
tituye el primer instrumento jurídi-
camente vinculante en la materia. 
Su importancia radica en que reco-
noce y consagra a las personas ma-
yores como sujetos de derechos, 
afianzando, dentro de las institu-
ciones democráticas, un régimen 
que combina libertad individual y 
justicia social, basado en el respe-
to a los derechos fundamentales de 
las personas.

Además, la Convención representa 
un avance sumamente relevante en 
el cambio de paradigma en torno al 
envejecimiento y la vejez, ya que re-
conoce el derecho de las personas 
mayores a no ser discriminadas por 
razones de edad, a no sufrir ningún 
tipo de violencia y al disfrute de una 
vida plena, independiente y autóno-
ma. Establece, a su vez, el deber del 
Estado de tomar todas las medidas 
necesarias para garantizar a la per-
sona mayor el goce del derecho a la 
vida y a vivir con dignidad en la ve-
jez, en igualdad de condiciones que 
el resto de la población.

El Mecanismo de Seguimiento de 
la Convención tiene como fin pro-
mover su implementación efectiva 
en los países miembros, así como 
supervisar los compromisos ad-
quiridos. Según el artículo 33 de 
la Convención, el mecanismo se 

constituye formalmente una vez 
que la Secretaría General de la Or-
ganización de los Estados Ameri-
canos (OEA) recibe el décimo instru-
mento de ratificación o adhesión 
de los países miembros. Actual-
mente, su implementación es po-
sible, dado que catorce países han 
realizado formalmente su ratifica-
ción o  adhesión jurídica al instru-
mento.

Uruguay se posiciona como el pri-
mer país en haber ratificado este 
marco jurídico, mediante la Ley 
19.430 en 2016, por lo que presen-
ta el contexto propicio para dar 
continuidad y reforzar el enfoque 
de derechos humanos en el diseño 
de la política pública sobre enveje-
cimiento y vejez. De hecho, se en-
cuentra trabajando intensamente, 
desde Inmayores, en la concreción 
de este logro. Uruguay presidirá la 
instalación del Mecanismo de Se-
guimiento y el Comité de Expertos, 
con el fin de monitorear los com-
promisos adquiridos y promover 
el intercambio de experiencias, 
buenas prácticas y la cooperación 
técnica entre los Estados parte con 
miras a garantizar la efectiva imple-
mentación de la Convención.

Contexto normativo internacional 
actual: Convención Internacional 
para los Derechos de las Personas 
Mayores de Naciones Unidas

Actualmente, la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) está con-
vocando a sus países miembros a 
participar de un proceso conjunto 
de elaboración de una convención 
internacional, tomando en cuenta 

vacíos normativos en relación con 
la protección de los derechos de 
las personas mayores. En este con-
texto, Uruguay realizó aportes téc-
nicos, en conjunto con la academia 
y las organizaciones de personas 
mayores, que serán tomados como 
insumo en la elaboración de dicho 
instrumento.

ANTECEDENTES NACIONALES

Primer Plan Nacional 
de Envejecimiento y Vejez
(2013-2016)

Este plan definió por primera vez 
los lineamientos que integran las 
estrategias y acciones del Estado 
orientadas al bienestar de las per-
sonas mayores. Su propósito fue 
impulsar transformaciones que 
permitieran revertir, en el corto y 
mediano plazo, las situaciones de 
vulneración de derechos, mediante 
una respuesta coordinada frente a 
los desafíos más urgentes. Además, 
buscó garantizar la sostenibilidad y 
continuidad de los avances, esta-
bleciendo criterios que aseguren el 
ejercicio pleno de los derechos en 
el marco de una sociedad inclusiva.

A tales efectos, contempló los mis-
mos tres ejes establecidos en el 
MIPAA (las personas de edad y el de-
sarrollo; la promoción de la salud 
y el bienestar en la vejez, y el logro 
de entornos emancipadores y pro-
picios), dada la normativa interna-
cional más reciente y relevante a la 
fecha, para la elaboración de políti-
cas públicas en Uruguay.
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De ese modo, se establecieron lí-
neas estratégicas enmarcadas en 
el plan de acción, que avanza en la 
conquista de derechos.

Segundo Plan Nacional 
de Envejecimiento y Vejez 
(2016-2019)

Es el antecedente directo del Ter-
cer Plan. Se destaca por haber 
contribuido al fortalecimiento de 
la acción pública orientada a las 
personas mayores. Se basó y es-
tructuró según los derechos pro-
clamados en la Convención Intera-
mericana sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las Personas 
Mayores. Su proceso de elabora-
ción partió de una amplia consulta 
con la sociedad civil, representada 
por la Red Nacional de Organiza-
ciones de Personas Mayores, y fue 
acordado con los organismos que 
integran el Consejo Consultivo.

Segundo Plan Nacional 
de Envejecimiento y Vejez 
2016-2019: seguimiento a dos 
años de implementación

El informe de seguimiento da cuen-
ta del grado de avance conseguido 
a dos años del comienzo de la im-
plementación del Segundo Plan y 
corrobora su carácter estratégico 
como herramienta para la concre-
ción de las acciones propuestas. 
Afirma la importancia del rol que 
desempeña la producción de co-
nocimiento para fundamentar la 
toma de decisiones en la construc-
ción de políticas públicas.

Destaca la relevancia de consoli-
dar la perspectiva de derechos, así 
como la participación de las perso-
nas mayores organizadas. Asimis-
mo, menciona la importancia del 
seguimiento y el monitoreo de las 
acciones, y de la superación de la 
fragmentación de las políticas me-
diante la mejora de la articulación 
de esfuerzos entre organismos e 
instituciones.

CONTEXTO INSTITUCIONAL ACTUAL

El Tercer Plan se desarrolla en un 
contexto institucional caracteri-
zado por el fortalecimiento de la 
planificación nacional como he-
rramienta para orientar la acción 
del Estado y articular las políticas 
públicas. A tales efectos, se avan-
za en la elaboración o actualización 
de diversos planes nacionales que 
orientan los esfuerzos del Estado 
hacia la promoción de derechos y la 
mejora de las condiciones de vida 
de la población.

En este escenario, en el ámbito de 
las competencias del Ministerio de 
Desarrollo Social, se desarrollan 
distintos planes vinculados a las di-
versas poblaciones y dimensiones 
que integran su campo de actua-
ción. Entre ellos se encuentra el Plan 
Nacional de Cuidados 2026–2030, 
la Primera Estrategia Nacional so-
bre Situación de Calle, el Plan Na-
cional de Género 2025–2030 y el 
Plan Nacional por la Accesibilidad 
y los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.

   

El Tercer Plan de Envejecimiento y 
Vejeces se articula, entonces, con 
un escenario más amplio de plani-
ficación estatal y fortalecimiento 
de las políticas públicas y promo-
ción de los derechos, lo que resulta 
especialmente relevante, conside-
rando la multiplicidad de vejeces y 
dimensiones que componen la vida 
de las personas. 
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El Censo de Población, Hogares y 
Viviendas 2023 permite caracteri-
zar la situación sociodemográfica 
de las personas mayores en Uru-
guay y constituye una referencia 
fundamental para comprender las 
transformaciones que atraviesa la 
sociedad uruguaya.

De acuerdo con el procesamiento 
de los datos obtenidos en el Censo 
2023,1 en Uruguay residen 545139 
personas de 65 años y más, que re-
presentan el 15,59 % de la población 
total del país.2 En términos genera-
les, aproximadamente una de cada 
seis personas que vive en Uruguay 
pertenece a este grupo de edad, lo 
que da cuenta del avanzado proce-
so de envejecimiento demográfico 
que atraviesa el país. Este fenóme-
no implica el aumento de la propor-
ción de personas mayores dentro 
del conjunto de la población, como 
consecuencia de los cambios que 
se producen en la estructura por 
edades. Se trata de un proceso 
asociado a transformaciones en las 
trayectorias de vida, la fecundidad 
y las posibilidades de extender la 
esperanza de vida a edades cada 
vez más avanzadas (Paredes, 2014).
Las proyecciones demográficas 
elaboradas por el Instituto Nacional 
de Estadística (INE) muestran que 
este porcentaje continuará aumen-
tando durante las próximas déca-
das. De mantenerse las tendencias 
actuales, la población de 65 años y 
más pasará a cerca de 990000 per-
sonas en 2070, y el peso relativo de 

las personas mayores aumentará del 15,59 % al 32,5 % para ese año; es decir 
que las personas mayores representarán aproximadamente un tercio de la 
población total (INE, 2025).

Figura 1. 
Porcentaje de personas mayores en la población uruguaya: 
2023 y proyección a 2070

1. Los datos relativos al Censo 
2023 fueron obtenidos a través 
del procesamiento de los 
microdatos realizado por 
DINTAD-MIDES.

2. Las estimaciones compren-
den a las personas residentes 
tanto en viviendas particulares 
como colectivas, pero no in-
cluyen a las personas relevadas 
en situación de calle. Los por-
centajes se calcularon sobre los 
casos válidos, excluyendo la no 
respuesta y las situaciones 
en las que aplicaba el 
“no corresponde”.

Fuente: elaboración propia con base en datos del INE
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El envejecimiento de la población 
constituye una transformación es-
tructural. Su relevancia para las po-
líticas públicas radica en la nece-
sidad de adaptar las instituciones, 
los sistemas de protección social, 
los servicios, los entornos y las for-
mas de participación a una socie-
dad en la que las personas mayores 
tendrán un peso cada vez más sig-
nificativo. Representa, entonces, 
tanto un desafío como una oportu-
nidad. El desafío es garantizar que 
la transformación demográfica no 
profundice desigualdades existen-
tes y que todas las personas pue-
dan envejecer con dignidad y au-
tonomía. La oportunidad, por otro 
lado, refiere a construir una socie-
dad que valore la posibilidad de 
vivir más años como un logro y que 
se reconozcan las contribuciones 
sociales, económicas y políticas de 
las personas mayores.  

DISTRIBUCIÓN POR SEXO

El envejecimiento de la población 
uruguaya presenta una marcada 
diferencia según sexo. En el país 
residen 319992 mujeres de 65 años 
y más, equivalentes al 58,7  % de la 
población mayor, y 225147 varo-
nes, que representan el 41,3 %. Esta 
diferencia refleja la feminización 
del envejecimiento, asociada, entre 
otros factores, a la mayor esperanza 
de vida de las mujeres.

Cuadro 1. 
Cantidad y porcentaje de personas mayores según sexo

Fuente: DINTAD, con base en registros del Censo 2023

La mayor presencia de mujeres en edades avanzadas en nuestra sociedad tie-
ne importantes implicancias para las políticas públicas de nuestro país. Enve-
jecer como mujer no es una experiencia determinada únicamente por la edad, 
sino que en ello inciden factores diversos, como: las trayectorias laborales, las 
diferencias estructurales en los ingresos, la desigual distribución del trabajo 
no remunerado, las responsabilidades de cuidado y las distintas formas de 
participación, que generan un acumulado que luego se expresa en la vejez.
Por este motivo es que la perspectiva de género resulta fundamental para 
comprender la situación de las personas mayores y para diseñar respuestas 
que sean coherentes con la estructura poblacional. Esto supone reconocer 
la presencia de mayor cantidad de mujeres entre las personas mayores, así 
como identificar las múltiples desigualdades que se entremezclan en sus tra-
yectorias, que requieren respuestas específicas y miradas intersectoriales.
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DISTRIBUCIÓN POR GRUPOS DE EDAD

Al observar la distribución por edad, resulta de relevancia resaltar que el 
73,4 % de las personas mayores se encuentran comprendidas entre los 65 y 
los 79 años, mientras que el 26,6 % tienen 80 años o más.

Cuadro 2. 
Cantidad y porcentaje de personas mayores según tramos de edad

Fuente: DINTAD, con base en registros del Censo 2023

Es fundamental tener en consideración que dentro de la población de perso-
nas mayores existe un amplio abanico de edades. Esto representa un desafío 
para el diseño de las políticas públicas que contemple dicha heterogeneidad.

DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL

La población mayor presenta una importante concentración territorial. En 
Montevideo residen 212422 personas de 65 años y más, que representan el 
38,97  % de la población mayor del país. Canelones concentra otras 88809 
personas en esta franja de edad, equivalentes al 16,29 %. En conjunto, ambos 
departamentos reúnen al 55,26 % de las personas mayores de Uruguay.

A estos dos departamentos, con respecto a la cantidad de personas mayores, 
les siguen Maldonado, con 30561 personas y el 5,61 % del total nacional; Co-
lonia, con 24098 personas y el 4,42 %; Salto, con 18746 personas y el 3,44 %; 
Paysandú, con 18358 personas y el 3,37 %, y San José, con 18055 personas y 
el 3,31 %. Por su parte, los departamentos con menor cantidad de personas 
mayores son Flores, con 4625 personas (el 0,85 % del total nacional); Treinta y 
Tres, con 7878 personas (1,45 %), y Río Negro, con 8122 personas (1,49 %).
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Figura 2. 
Distribución del total nacional de personas de 65 años y más 
 entre departamentos, 2023

Fuente: DINTAD, con base en registros del Censo 2023

La cantidad de personas mayores que reside en cada territorio es un dato que 
debe ser considerado en conjunto con las otras características del departa-
mento, así como con la disponibilidad de servicios, las redes comunitarias 
existentes, las oportunidades de acceso a la participación y a la cultura, las 
posibilidades de movilidad, entre otras.
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NIVEL EDUCATIVO Y ACCESO 
A CENTROS EDUCATIVOS

Los datos del Censo 2023 muestran 
que el nivel educativo de las perso-
nas de 65 años y más se concentra 
en los niveles más bajos. El 44,64  % 
alcanzó como máximo la educación 
primaria y el 4,91 % nunca asistió a un 
centro educativo; en conjunto, re-
presentan casi la mitad de las perso-
nas mayores con información dispo-
nible. Asimismo, el 19,55 % alcanzó la 
educación media básica, y el 13,92 %, 
la educación media superior.

En contraste, el 16,98 % alcanzó al-
gún nivel terciario, incluyendo ma-
gisterio o profesorado, educación 
terciaria no universitaria, universi-
taria y posgrado. Esta distribución 
refleja las oportunidades educati-
vas disponibles para estas genera-
ciones a lo largo de sus trayectorias 
de vida y evidencia desigualdades 
acumuladas.

De acuerdo con el Censo 2023, 956 
personas de 65 años y más asisten 
a un centro educativo, lo que re-
presenta el 0,18 % de los casos con 
información disponible. En con-
traste, 524775 personas mayores, 
equivalentes al 99,82 %, no asisten 
actualmente a este tipo de insti-
tución.5 La baja asistencia regis-
trada debe interpretarse teniendo 
en cuenta que el indicador refiere 
a la participación en centros edu-
cativos al momento del censo y no 
comprende necesariamente otras 
formas de aprendizaje.
Este dato invita a profundizar sobre 

SITUACIÓN CONYUGAL

La situación conyugal más frecuen-
te entre las personas mayores es 
la de casado/a. Un total de 213943 
personas se encuentran casadas, 
lo que representa el 40,8  % de los 
casos válidos. La segunda situación 
más extendida es viudo/a, declara-
da por 150143 personas mayores, 
equivalentes al 28,63 %.

Por otra parte, 90041 personas es-
tán separadas o divorciadas, lo que 
representa el 17,17 %; 35465 se en-
cuentran solteras, equivalentes al 
6,76 %, y 34800, en unión libre, re-
presentan el 6,64 %.4

En conjunto, los datos muestran la 
coexistencia de distintas situacio-
nes conyugales durante la vejez. 
La elevada presencia de la viudez 
adquiere particular relevancia para 
el análisis de los arreglos de convi-
vencia, las redes de apoyo, la sole-
dad no deseada y las necesidades 
de cuidado.

4. En 20747 casos no se 
contó con información.

5. En 19408 casos no se 
dispone de información.

ASCENDENCIA ÉTNICO-RACIAL

Los datos del censo también per-
miten ver las diferencias en la as-
cendencia étnico-racial de las 
personas mayores. La ascendencia 
blanca es declarada por 480474 
personas mayores, equivalentes al 
91,36  % de quienes respondieron 
la pregunta sobre ascendencia ét-
nico-racial. Por su parte, 33411 per-
sonas declaran ascendencia afro o 
negra, lo que representa el 6,35  %; 
25293 personas mencionan ascen-
dencia indígena (el 4,81  %); 2447 
personas señalan ascendencia asiá-
tica (el 0,47  %), y 26600 personas 
declaran otra ascendencia 
(el 5,06 %).3

Estos datos permiten reconocer 
que las personas mayores forman 
parte de una sociedad diversa, des-
de el punto de vista étnico-racial. A 
su vez, esta dimensión interactúa con 
otras dimensiones de la desigualdad 
y puede producir experiencias dife-
renciadas de acceso a derechos.

3. En 19207 casos no se dis-
puso de información.
Las categorías no son exclu-
yentes: una misma persona 
puede declarar más de una 
ascendencia étnico-racial, 
por lo que los porcentajes 
no suman 100 %.
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las causas de esta baja asistencia 
a centros educativos formales, en 
la que inciden tanto las voluntades 
individuales de las personas mayo-
res como las condiciones materia-
les y estructurales de los centros de 
estudio, lo que puede constituir un 
factor de exclusión.

6. En 19496 casos no se dis-
puso de información sobre 
la condición de actividad.

7 . En 19559 casos no se con-
tó con información válida.

ACTIVIDAD ECONÓMICA Y ACCESO A 
JUBILACIONES O PENSIONES

La mayoría de las personas mayores 
se encuentra fuera del mercado la-
boral. Un total de 416134 personas, 
equivalentes al 79,17 %, sobre quie-
nes se contaba con información 
válida, fueron clasificadas como 
inactivas por ser jubiladas o pen-
sionistas. Otras 34414 personas, el 
6,55 %, se encontraban inactivas 
por otras causas.

Sin embargo, la participación laboral 
continúa siendo significativa en este 
grupo de edad. En 2023 había 71002 
personas mayores ocupadas, que 
representan el 13,51 % de los casos 
válidos, y 4093 personas desocupa-
das, equivalentes al 0,78 %. Conside-
rando conjuntamente a ocupados y 
desocupados, aproximadamente el 
14,29 % de la población mayor con 
información válida integra la pobla-
ción económicamente activa.6

Al analizar específicamente el ac-
ceso a prestaciones de seguridad 
social se constata que 456709 per-
sonas de 65 años y más, equivalen-
tes al 86,9  % de los casos válidos, 
reciben una jubilación o pensión. 
Por el contrario, 68871 personas, el 
13,1  %, no perciben ninguna de es-
tas prestaciones.7

La elevada cobertura de jubila-
ciones y pensiones constituye un 
componente central de la protec-
ción económica durante la vejez. 
No obstante, la existencia de casi 
69000 personas mayores sin jubi-
lación ni pensión plantea la nece-
sidad de profundizar el análisis de 
sus fuentes de ingreso, condicio-
nes laborales, redes familiares y a
ceso a otras prestaciones sociales.

La caracterización presentada mues-
tra una población mayor diversa en 
relación con variables como el sexo, 
la edad, el territorio, la ascendencia 
étnico-racial, la situación conyugal 
y las trayectorias educativas y labo-
rales. Esta heterogeneidad plantea 
la necesidad de respuestas públi-
cas que reconozcan las desigual-
dades acumuladas y las distintas 
condiciones de ejercicio de dere-
chos. Los datos constituyen una 
base para orientar el Tercer Plan y 
se complementan con información 
sobre temas como cuidados, vi-
vienda, salud, participación e inclu-
sión digital, así como con las expe-
riencias y demandas de las propias 
personas mayores. 
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Principios 
orientadores 
del Tercer Plan

Capítulo 5
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ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS

En consonancia con los planes an-
teriores sobre envejecimiento y ve-
jez, en este Tercer Plan, el enfoque 
de derechos humanos se concibe 
como un principio orientador y, a 
su vez, como marco de toda acción 
de las políticas dirigidas a las per-
sonas mayores, entendidas como 
sujetos plenos de derechos y, por 
tanto, valiosas en todas sus dimen-
siones y en su contribución a la so-
ciedad.

En nuestro país hace relativamente 
poco tiempo que las personas ma-
yores se han incorporado en planes 
específicos que contemplen sus 
derechos. En ese sentido, la Con-
vención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Huma-
nos de las Personas Mayores es la 
herramienta jurídicamente vincu-
lante por excelencia, ya que incor-
pora derechos que en marcos regu-
latorios anteriores se mencionaban 
en forma marginal.

De acuerdo con los marcos inter-
nacionales a los que Uruguay sus-
cribe, es imperativo garantizar los 
derechos de las personas mayores 
y contribuir a su calidad de vida de 
forma digna, saldando las discrimi-
naciones de las que son objeto (OEA, 
2015). Es en este sentido que se 
pretende reafirmar los compromi-
sos ya adoptados y construir nue-
vos acuerdos interinstitucionales 
que reconozcan a las vejeces en sus 
heterogeneidades, asegurando la 
dignidad en las diferentes formas 
de envejecer.

Asimismo, es necesario continuar 
avanzando en una nueva mirada 
con relación al envejecimiento y la 
vejez que incorpore a las personas 
mayores como sujetos de derechos 
y reconozca su autonomía y capaci-
dad de agencia.

PERSPECTIVA DE CURSO DE VIDA

La perspectiva de curso de vida (El-
der, 1998) permite comprender que 
el envejecimiento no es un pro-
ceso homogéneo, ni la vejez, una 
experiencia única para todas las 
personas. Las condiciones mate-
riales, los vínculos interpersonales, 
las trayectorias educativas y labo-
rales, las experiencias de cuidado, 
las desigualdades de género, las 
pertenencias territoriales, étni-
co-raciales y culturales, así como 
los contextos históricos en los que 
transcurren las vidas de las perso-
nas envejecientes, producen diver-
sos tránsitos vitales y vejeces.
Asimismo, el enfoque de curso de 
vida permite la comprensión de las 
trayectorias vitales de manera con-
tinua y desde una lógica longitudi-
nal. Ello posibilita la comprensión 
de los fenómenos de acumulación 
(Monteiro, 2016) que dan cuenta de 
la heterogeneidad o la desigualdad.
En este sentido, el Tercer Plan 
adopta el concepto de vejeces para 
reconocer la heterogeneidad de 
experiencias y trayectorias, promo-
viendo el cuestionamiento a mira-
das homogeneizadoras a partir de 
las cuales se ha conceptualizado, 
históricamente, la vejez como cate-
goría única y uniforme.

ENFOQUE DE GÉNERO Y DIVERSIDAD

Para avanzar hacia un desarrollo   
social general a largo plazo, justo 
y equitativo entre los diferentes 
roles sociales, y reconociendo la 
igualdad de acceso a los derechos, 
es preciso considerar la incidencia 
de factores estructurales que colo-
can a diferentes identidades y ex-
presiones de género en situaciones 
de vulnerabilidad. La incorporación 
de un enfoque de género y diver-
sidad es fundamental para promo-
ver la igualdad sustantiva entre los 
géneros, fomentar la capacidad de 
agencia de las mujeres y personas 
de diferentes identidades y ex-
presiones de género. Es necesario 
avanzar en la transformación insti-
tucional, normativa y de prácticas 
que restringen el acceso a los re-
cursos y limitan el ejercicio de los 
derechos en las vejeces.

ENFOQUE INTERSECCIONAL

El concepto de interseccionalidad 
supone la existencia de sistemas 
de opresión que operan de manera 
interconectada y generan diversos 
tipos de desigualdades que afectan 
las vidas concretas de las personas.
En la diversidad de vejeces exis-
ten situaciones en las que, además 
de la discriminación por edad, se 
conjugan otras formas de opre-
sión por causas tales como: géne-
ro, orientación sexual, ascendencia 
étnico-racial, clase social, discapa-
cidad. Las desigualdades que sur-
gen de la interacción de diversas 
formas de discriminación pueden 
manifestarse a través de prácticas 
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sociales y estereotipos que ge-
neran experiencias particulares, 
únicas y complejas de opresión, 
que corresponden al concepto de 
interseccionalidad elaborado por 
Crenshaw (Hill y Bilge, 2019).

PARTICIPACIÓN

Las personas mayores forman par-
te de procesos participativos que 
contribuyen y aportan a la cons-
trucción de política pública. Es una 
responsabilidad y un desafío para 
los Estados incorporar a las perso-
nas mayores a los diferentes me-
canismos de participación, gene-
rando espacios y mecanismos de 
gobernanza donde formen parte de 
la toma de decisiones, incluyendo 
su voz en pos de la exigibilidad de 
sus derechos.

En lo que compete a los organis-
mos públicos, es necesario gene-
rar las condiciones para la efecti-
va participación ciudadana (Carta 
Iberoamericana de Participación 
Ciudadana en la Gestión Pública, 
2009) de todas las personas mayo-
res, superando el rol como recep-
toras de información.

TERRITORIO Y PERSPECTIVA COMUNITARIA

El concepto de territorio permite la 
comprensión de las relaciones so-
ciales vinculadas con la dimensión 
espacial (Llanos Hernández, 2010), 
a la vez que trasciende este aspec-
to. En este sentido, algunos autores 
lo definen como un espacio social-
mente creado (González, 2011), del 

que resultan una identidad especí-
fica y local, y un sentido de perte-
nencia particular en los habitantes 
que en él residen.
Incorporar una perspectiva territo-
rial implica reconocer que el ejerci-
cio de los derechos de las personas 
mayores se encuentra condiciona-
do por las características, recursos 
y dinámicas de los territorios, des-
de el acceso a servicios e informa-
ción hasta las oportunidades de 
participación.

Supone también reconocer las re-
des, vínculos, organizaciones y ca-
pacidades comunitarias que se de-
sarrollan en ellos y que forman parte 
de las condiciones que favorecen la 
inclusión, la autonomía y la partici-
pación de las personas mayores.

Desde una perspectiva comunita-
ria, las personas mayores no son 
únicamente destinatarias de servi-
cios y prestaciones, sino integran-
tes activas de sus comunidades, 
con saberes, vínculos y capacida-
des para participar en la construc-
ción de respuestas colectivas. Esto 
implica fortalecer los entornos y las 
redes comunitarias, promover vín-
culos de solidaridad y apoyo, y ge-
nerar condiciones que favorezcan 
la participación y la permanencia 
de las personas mayores en sus co-
munidades.
En este sentido, resulta fundamen-
tal promover procesos participati-
vos locales que articulen la acción 
del Estado con las personas mayo-
res, las organizaciones sociales y 
otros actores comunitarios.
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PROCESO DE COCREACIÓN

El proceso de elaboración del Ter-
cer Plan, iniciado a principios del 
año 2025, incorporó una metodo-
logía de cocreación, que tomó la 
participación como un derecho y 
como principio estructurante del 
diseño. Desde esta perspectiva, la 
participación de las personas ma-
yores constituye una dimensión 
sustantiva del proceso de cons-
trucción de las políticas públicas y 
una expresión del reconocimiento 
de su condición de sujetos de de-
rechos.

La Convención Interamericana so-
bre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores, 
en su artículo 8, define el derecho a 
la participación e integración co-
munitaria en tanto participación 
activa, productiva, plena y efectiva 
de las personas mayores en la vida 
social y comunitaria. Asimismo, el 
artículo 27, referido al derecho a 
la participación en la vida política 
y pública, destaca la responsabili-
dad de los Estados en garantizar las 
condiciones para una participación 
plena y efectiva (OEA, 2015).

En este sentido, el derecho a la 
participación implica el acceso a 
información, contar con condicio-
nes materiales y simbólicas para 
participar, así como la posibilidad 
real de incidir en el diseño, imple-
mentación y evaluación de políti-
cas. La cocreación supone recono-
cer a las personas mayores y a sus 
organizaciones como actores con 
capacidad de agencia, de aportar 

conocimientos, experiencias, de-
mandas y propuestas a las distintas 
etapas del ciclo de las políticas pú-
blicas. La participación no se limi-
ta, entonces, a la consulta pasiva o 
a instancias informativas, sino que 
procura generar condiciones para 
que los aportes sean considerados, 
sistematizados y articulados con 
los procesos de definición de las 
políticas.

En consonancia con esta perspecti-
va, el Tercer Plan Nacional de Enve-
jecimiento y Vejeces se alinea con 
los principios del Gobierno Abier-
to, especialmente con la transpa-
rencia, la participación ciudadana, 
la rendición de cuentas pública y la 
colaboración entre la sociedad civil 
y las instituciones públicas (cepal, 
2025; Open Government Partnership 
[OGP], 2025). Este enfoque supone 
generar políticas públicas abiertas 
a la participación e incidencia de la 
ciudadanía en las distintas etapas 
de su desarrollo. En el plan, estos 
principios se expresan en la meto-
dología de cocreación, la participa-
ción de las personas mayores y sus 
organizaciones, la articulación en-
tre organismos públicos, sociedad 
civil y academia, así como en los 
mecanismos previstos para el se-
guimiento de las acciones estable-
cidas. Esta orientación se reafirma 
con la incorporación del Tercer Plan 
como compromiso de Inmayores 
en el Sexto Plan de Acción Nacional 
de Gobierno Abierto 2025-2029 
(Agencia de Gobierno Electrónico 
y Sociedad de la Información y del 
Conocimiento [AGESIC], 2025).

En la misma línea es pertinente se-
ñalar que Inmayores se ha destaca-
do históricamente por el diseño e 
implementación de espacios que 
aseguran el ejercicio de la parti-
cipación de las personas mayo-
res (Dominioni et al., 2019). Es así 
como, en el marco de la VII Edición 
del Premio Interamericano a la In-
novación para la Gestión Pública 
Efectiva, en el año 2019, la OEA dis-
tinguió al Inmayores por el com-
promiso asumido junto a la Redam 
en la promoción de la participación 
de las personas mayores desde la 
perspectiva de la protección de 
los derechos humanos (Programa 
Iberoamericano de Cooperación 
sobre la Situación de las Personas 
Adultas Mayores [PICSPAM] y Organi-
zación Iberoamericana de Seguri-
dad Social [OISS], 2020).

En continuidad con esta línea de 
trabajo, el proceso de cocreación 
se desarrolló mediante diferentes 
encuentros de participación y diá-
logo, buscando incluir tanto ins-
tancias de alcance nacional como 
departamental, así como ámbitos 
de participación directa de las per-
sonas mayores en espacios de in-
tercambio interinstitucional junto 
con otros actores. Las organizacio-
nes de personas mayores partici-
paron en el planteo de problemas, 
en función de diversas temáticas 
priorizadas que afectan a las ve-
jeces, así como del armado de la 
propuesta de posibles acciones a 
implementar, la identificación de 
socios estratégicos para desarro-
llarlas y el intercambio sobre los 
avances en el diseño y la redacción 
del Tercer Plan.
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Cuadro 3. 
Instancias de participación y diálogo en el proceso de cocreación 
del Tercer Plan Nacional de Envejecimiento y Vejeces

Fuente: Elaboración propia a partir de registros administrativos

Estos espacios buscaron recoger experiencias y demandas a nivel nacional 
en materia de envejecimiento y vejez, y elaborar propuestas que contribuyan 
a la construcción de estrategias para el acceso y ejercicio de derechos de las 
personas mayores. Los aportes que surgieron de estas instancias constitu-
yen los insumos fundamentales considerados para la definición de los ejes 
y acciones del Tercer Plan, junto con el análisis de la situación actual de las 
personas mayores, las prioridades de política pública y las posibilidades de 
implementación y seguimiento.

 En este proceso, el Inmayores sistematizó los aportes para luego articular con   
las instituciones u organismos correspondientes, a efectos de promover la 
concreción de compromisos en materia de envejecimiento y vejez.

Los emergentes de las mesas de diálogo departamentales, llevadas adelante   
por los referentes territoriales de la División de Descentralización de Inmayo-
res —de acuerdo con las líneas estratégicas del modelo de gestión territorial 
del Ministerio de Desarrollo Social—, se incorporaron a la sistematización de 
las acciones nacionales para dialogar con las instituciones correspondientes. 
Además, se agruparon tomando en cuenta las características de las deman-
das y las áreas de intervención a las que hacen referencia. Estas propuestas 
fueron priorizadas departamentalmente dando lugar a la elaboración del do-
cumento Territorios que participan. Aportes departamentales para el Tercer Plan 
Nacional de Envejecimiento y Vejeces 2026-2030, que contiene la jerarquización 
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de iniciativas desglosadas por cada 
departamento. Se pretende que di-
cho documento sea un instrumento 
de diálogo y articulación territorial, 
a ser presentado a los actores loca-
les que corresponda.

Se proyecta, entonces, que este pro-
ceso participativo territorial aporte 
a la generación y fortalecimiento de 
articulaciones interinstitucionales 
que permitan conformar mesas de 
trabajo departamentales y rendi-
ciones sociales de las políticas pú-
blicas de envejecimiento y vejez.

Finalmente, es de suma impor-
tancia subrayar que la participa-
ción constituye una dimensión 
transversal en el ciclo de las po-
líticas públicas y no únicamen-
te una etapa en el proceso de 
elaboración del plan. En este 
sentido, el cierre del proceso 
de construcción del Tercer Plan 
no supone el fin de los procesos 
participativos, sino un nuevo 
momento para dar continuidad 
a la participación de las perso-
nas mayores en su implementa-
ción y seguimiento.
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CONSIDERACIONES METODOLÓGICAS 

El Tercer Plan se organiza en tres 
ejes estratégicos: transformación 
cultural, acceso a derechos y for-
talecimiento institucional. El eje de 
transformación cultural comprende 
acciones dirigidas a cuestionar es-
tereotipos, prejuicios y prácticas 
discriminatorias vinculadas con la 
edad, y a promover una mirada so-
bre las vejeces basada en la digni-
dad, la autonomía, la participación 
y el reconocimiento de las perso-
nas mayores como sujetos de de-
rechos. El eje de acceso a derechos 
reúne acciones orientadas a avan-
zar en el ejercicio efectivo de los 
derechos reconocidos a las per-
sonas mayores, atendiendo las ba-
rreras y desigualdades que pueden 
dificultarlo. El tercer eje, fortaleci-
miento institucional, apunta a con-
solidar las capacidades de rectoría, 
coordinación y articulación de las 
políticas públicas de envejecimiento y 
vejez, con énfasis en el rol de Inma-
yores y en la coordinación intra- e 
interinstitucional.

Los principios orientadores del 
Tercer Plan (enfoque de derechos 
humanos, perspectiva de curso de 
vida, género y diversidad, intersec-
cionalidad, participación y terri-
torialidad) atraviesan estos ejes y 
orientan el desarrollo de las accio-
nes previstas.

El seguimiento también forma parte 
del diseño del plan desde su formu-
lación. A partir de los aprendizajes 
del Segundo Plan, se prevé con-
tar con indicadores definidos en 
acuerdo con las instituciones res-

ponsables, que permitirán conocer 
el grado de avance de las acciones, 
identificar dificultades y orientar los 
ajustes que puedan requerirse du-
rante la implementación.

En su conjunto, la estructura del 
Tercer Plan busca conformar un 
marco estratégico común que arti-
cule participación, prioridades, ob-
jetivos, acciones, responsabilida-
des y seguimiento. A partir de esta 
organización se procura fortalecer 
la coordinación de las políticas pú-
blicas en la materia y avanzar hacia 
una respuesta integral, que con-
tribuya al ejercicio efectivo de los 
derechos de las personas mayores 
y dé respuesta a los desafíos del 
envejecimiento poblacional.

Finalmente, es importante aclarar 
que si bien el Tercer Plan establece 
un conjunto de acciones concretas 
orientadas al cumplimiento de los 
objetivos, este se concibe como un 
instrumento dinámico y flexible, ca-
paz de adaptarse a las necesidades y 
oportunidades que surjan durante su 
implementación. En este sentido, las 
acciones previstas constituyen un 
marco de actuación y no un listado 
cerrado. Esta flexibilidad permitirá 
dar respuesta a nuevas demandas, 
cambios en los contextos institu-
cionales y oportunidades de articu-
lación que contribuyan al avance de 
políticas de envejecimiento y vejez.
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Ejes estratégicos
del Tercer Plan

Capítulo 7
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A continuación se presentan los 
ejes estratégicos y las acciones 
correlativas orientadas a dar res-
puesta a los principales desafíos 
actuales identificados en materia 
de envejecimiento y vejez. Cada 
uno de ellos establece un objetivo 
general y objetivos específicos que 
definen el horizonte de transfor-
mación al que contribuyen las ac-
ciones propuestas.

Asimismo, con el propósito de fa-
vorecer la implementación y el 
seguimiento del plan, para cada 
acción se establecen indicadores 
de seguimiento, así como los orga-
nismos responsables de su imple-
mentación y los organismos invo-
lucrados en su desarrollo. 

A. TRANSFORMACIÓN CULTURAL

El envejecimiento es un proceso 
que se desarrolla a lo largo de toda 
la vida y la vejez es la construcción 
social de la última fase (OEA, 2015). 
Tradicionalmente, la vejez ha sido 
asociada a la pérdida de autono-
mía, al déficit y a la carencia. Estos 
preconceptos se manifiestan en 
prácticas cotidianas discriminato-
rias y excluyentes que vulneran los 
derechos de las personas mayores.

La discriminación por edad y la se-
gregación social hacia la vejez, lo 
que Salvarezza (1988) define como 
viejismo, derivan de la manifesta-
ción de múltiples prejuicios hacia 
la vejez y es internalizadas por las 
personas mayores de modo que 
afectan la percepción de sí mis-
mas, causan autoexclusiones en la 
participación, y limitan el ejercicio 
de derechos. De esta forma, el vie-
jismo impacta negativamente en 
la vida de las personas a través de 

discursos y prácticas cotidianas de 
exclusión, constituyendo una vul-
neración estructural y simbólica.

Por lo tanto, la transformación cul-
tural se encamina como vía para la 
deconstrucción del imaginario so-
cial y las representaciones sociales 
y subjetivas tradicionales hacia la 
vejez. A fin de fortalecer el enfo-
que de derechos en relación con 
las vejeces, se deben promover la 
autonomía, la participación social y 
el reconocimiento de las personas 
mayores.

Asimismo, partimos de un enfoque 
de curso de vida al tomar en cuenta 
que las trayectorias vitales, a lo lar-
go del proceso de envejecimiento, 
pueden ser sumamente diferentes 
en muchos aspectos que son inter-
dependientes, como la educación, 
el trabajo, la familia de origen, la 
situación conyugal y la vida repro-
ductiva. Las transiciones en las tra-
yectorias de vida, como la entrada 
al mercado laboral, el nacimiento 
de hijos, el matrimonio o la jubila-
ción, implican nuevos roles y, por lo 
tanto, una reconfiguración subjeti-
va. En consecuencia, las vejeces se 
presentan de maneras muy diver-
sas, que deben ser reconocidas y 
contempladas desde políticas pú-
blicas que tomen en cuenta las di-
ferentes historicidades.

En esta diversidad existen situacio-
nes en las que además del viejismo 
se experimentan otras formas de 
discriminación, relativas al género, 
la etnia o el sector social. Particu-
larmente con relación al género, las 
mujeres son asociadas a la debili-
dad y a la dependencia, y se invisi-
bilizan sus aportes, reforzando su 
exclusión (ONU, 2003).

Como Estado parte, en la Conven-
ción, Uruguay reafirma la obliga-
ción y destaca la necesidad de eli-
minar todo tipo de discriminación, 
en particular por motivos de edad 
(artículo 4), y reconoce el derecho 
que tienen las personas mayores 
de no verse sometidas a este ni a 
ningún otro tipo de violencia. En el 
artículo 3, ratifica su esfuerzo por 
eliminar toda forma de discrimi-
nación. Además, las acciones que 
se presentan en este eje dan cum-
plimiento a todos los incisos del 
artículo 32 de la Convención, que 
tiene como finalidad concientizar 
a la ciudadanía sobre los derechos 
de las personas mayores (OEA, 2015).

Los lineamientos comprendidos 
por el eje de transformación cultu-
ral contribuyen también al cumpli-
miento de la “Cuestión 4: Imágenes 
del envejecimiento” de la “Orienta-
ción prioritaria III: Creación de un 
entorno propicio y favorable”, esta-
blecida en el Plan de Acción Inter-
nacional de Madrid sobre el Enveje-
cimiento (ONU, 2003).
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Cuadro 4. 
Eje 1. Transformación cultural
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B. ACCESO A DERECHOS

La Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y otros instru-
mentos normativos de protección 
de derechos hacen énfasis en la 
universalidad de acceso a estos. 
Sin embargo, en la actualidad aún 
persisten vulneraciones en diferen-
tes grupos poblacionales. Especí-
ficamente, en relación con las per-
sonas mayores, es necesario que 
los Estados promuevan el acceso 
efectivo al ejercicio de derechos. 
De acuerdo con lo que plantea Mé-
gret (2011), el aspecto que obstruye 
el acceso real a los derechos no es 
la vejez en sí misma, sino una mi-
rada que se relaciona con la cons-
trucción social y los estereotipos 
asociados a esta, y que obstaculiza 
el efectivo goce de los derechos, 
agravado en situaciones de discri-
minaciones múltiples.

La incorporación de los derechos 
de las personas mayores a las agen-
das de los Estados debería ser un 
tema que contemple su inclusión 
como sujetos de derechos, desta-
cando su dignidad y autonomía en 
todas las esferas de la vida, tenien-
do en cuenta el curso de vida y la 
trayectoria, sin reducir la garantía 
del ejercicio de derechos solamen-
te a la cobertura de aspectos so-
ciosanitarios (Huenchuan, 2018).

En relación con el derecho a la salud, 
Uruguay cuenta desde 2007 con un 
Sistema Nacional Integrado de Sa-
lud cuyo objetivo central es garan-
tizar el derecho a la atención médi-
ca universal, equitativa y de calidad 
para todos los y las habitantes del 

país. Sin embargo, es necesario 
profundizar en la visualizacion de 
la singularidad de las vejeces. En su 
artículo 19, la Convención plantea 
la necesidad de incorporar hábitos 
saludables de alimentación, enten-
didos como factores de prevención 
vinculados a la promoción de la 
salud integral. Se han identificado 
dificultades para el acceso efectivo 
a una alimentación adecuada de las 
personas mayores debido a facto-
res multicausales que se ven pro-
fundizados por situaciones socioe-
conómicas (Andrade et al., 2022). 
Por lo mencionado anteriormente 
se torna necesario generar estrate-
gias de acceso a información tanto 
para los técnicos o referentes que 
trabajan con la población mayor 
como para las personas mayores.

Específicamente en lo relativo a la 
salud mental es prioritario forta-
lecer el acceso a los servicios de 
salud existentes e incorporar una 
nueva mirada que elimine los este-
reotipos sobre las vejeces mencio-
nados anteriormente. De acuerdo 
con los ejes priorizados en la Es-
trategia Nacional de Salud Mental 
y Bienestar 2025-2030 (Uruguay. 
MSP, 2025), una de las dimensio-
nes a considerar es la promoción 
de la salud mental de las personas 
mayores, haciendo énfasis en la 
prevención y el diagnóstico que 
garanticen el bienestar emocio-
nal en las vejeces. Este aspecto es 
fundamental, dado que la tasa más 
alta de mortalidad por suicidios 
en nuestro país se da en personas 
mayores, en particular entre per-
sonas de 75 a 79 años (Facultad de 
Ciencias Sociales, Universidad de 

la República [FCS-Udelar, 2024). En 
este sentido, se hace imprescindi-
ble la implementación de acciones 
conjuntas que garanticen el acceso 
efectivo a los servicios de salud es-
pecializados y, a su vez, promover 
estrategias a nivel comunitario que 
acompañen en los territorios y la 
comunidad. Este abordaje debería 
incorporar la perspectiva de cur-
so de vida, así como el enfoque de 
género, especialmente en relación 
con situaciones de violencia (que 
se ve incrementada en contextos 
de pobreza), dado que son las mu-
jeres mayores quienes se ven más 
afectadas por estas situaciones 
(Aguirre y Scavino, 2018).

Los cuidados revisten especial rele-
vancia. Fueron reconocidos como 
derecho humano autónomo por pri-
mera vez a partir de la Opinión Con-
sultiva 31/25 (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, 2025), que 
estableció que toda persona tiene 
derecho a cuidar, a ser cuidada y al 
autocuidado bajo los principios de 
igualdad y corresponsabilidad so-
cial. Diferentes instrumentos des-
tacan la necesidad de generar po-
líticas y acciones focalizadas en los 
cuidados, con un abordaje integral 
y de calidad que contemple todo el 
curso de vida (Secretaría General 
Iberoamericana [SEGIB], 2026).

La Convención, en su artículo 12, in-
corpora los cuidados a largo plazo 
como un derecho emergente que 
no estaba contemplado específica-
mente en otros instrumentos nor-
mativos; es de suma relevancia que 
los Estados incorporen acciones 
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que promuevan las condiciones 
necesarias para que las personas 
mayores reciban cuidados con un 
enfoque de derechos, contemplan-
do su dignidad y su autodetermina-
ción. De acuerdo con la Organiza-
ción Panamericana de la Salud (OPS) 
(2022), los organismos del Estado 
deberían formular una legislación 
que contemple los mecanismos 
para garantizar que los servicios 
relativos a los ELEPEM cumplan con lo 
establecido en las normativas co-
rrespondientes. Ello supone, ade-
más, incorporar instrumentos de 
contralor que posibiliten asegurar 
cuidados de calidad y garanticen la 
protección de los derechos de las 
personas residentes, así como in-
cluir formación actualizada para las 
personas que brindan cuidados.

Se incluye en este eje el acceso al 
ejercicio del derecho a la educación, 
que contemple particularmente 
los intereses y motivaciones de las 
personas mayores (Yuni y Urbano, 
2005). Según la concepción del 
aprendizaje durante toda la vida, la 
alfabetización es un punto de parti-
da, pero no resulta suficiente, sino 
que es fundamental que las perso-
nas accedan a continuar o comple-
mentar sus aprendizajes a lo largo 
del curso de vida, ejerciendo de 
este modo sus derechos ciudadanos 
(Camors, 2009). Esta perspectiva in-
cluye la educación formal y revaloriza 
la educación no formal y popular, pro-
poniendo la “constrción social del 
conocimiento en comunidades de 
aprendizaje” (Camors, 2009, p. 93). 
En este sentido, la fundamental di-
versificación y descentralización 
de la oferta educativa requiere de 
la coordinación y articulación entre 

diversos actores: gobierno nacio-
nal, gobiernos locales, sociedad ci-
vil, ámbito privado, entre otros.

El concepto de sociedad de la in-
formación refiere a una forma de 
organización económica y social 
caracterizada por la creciente cen-
tralidad de la información y de las 
tecnologías digitales (Castells, ci-
tado por Villar Posada y Herrero, 
2001), que ha generado transfor-
maciones significativas en las prác-
ticas sociales y en la vida cotidiana 
de las personas. En este contexto, 
se configuran nuevas formas de 
comunicación, interacción y par-
ticipación, al tiempo que se am-
plían las posibilidades de acceso a 
la información, bienes y servicios, 
educación, cultura y actividades de 
ocio. En consecuencia, el derecho a 
la inclusión digital adquiere una re-
levancia creciente para el ejercicio 
efectivo de otros derechos y para 
la participación plena en la socie-
dad. En este sentido, el artículo 20 
de la Convención Interamericana, 
relativo al derecho a la educación, 
establece el compromiso de los Es-
tados de promover la educación y 
formación de las personas mayores 
en el uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación, con 
el propósito de reducir las brechas 
digital, generacional y geográfica, e 
incrementar su integración social y 
comunitaria.

Este eje incorpora, también, ac-
ciones que contemplan el efectivo 
acceso a la justicia, establecido en 
el artículo 31 de la Convención. Este 
artículo plantea la necesidad de 
abordar, específicamente, las barre-

ras que enfrentan las personas ma-
yores para acceder a la justicia, tales 
como demoras judiciales, barreras 
físicas y geográficas, así como la 
discriminación por edad, es decir, 
el viejismo (Robino, 2021). Si bien el 
acceso a la justicia es mencionado 
en otros instrumentos jurídicos in-
ternacionales, ninguno había incor-
porado esta mirada de las barreras 
u obstáculos hacia las personas ma-
yores, por lo que la Convención es la 
primera en su línea.

El derecho a la vivienda (artículo 
24 de la Convención), y la posibili-
dad de habitar diferentes espacios 
por parte de las personas mayo-
res, es un desafío para las políti-
cas públicas que deben garantizar 
las condiciones necesarias para la 
permanencia de las personas en 
sus hogares. Según datos del Cen-
so 2023, en nuestro país el 74,3  % 
del total de personas mayores son 
propietarias de sus viviendas. En 
ese sentido, es fundamental ge-
nerar acciones que consideren las 
adaptaciones requeridas según las 
necesidades de cada persona, así 
como promover nuevos modelos 
de vivienda colaborativa y de apo-
yo mutuo que favorezcan transitar 
el envejecimiento en comunidad.

Es preciso considerar también el 
derecho a la cultura, consagrado en 
el artículo 21 de la Convención, que 
considera a las personas mayores 
como productoras de cultura. En 
acuerdo con ello, es necesario ge-
nerar las condiciones para que con-
tinúen desarrollando su capital cul-
tural. También es fundamental que 
los organismos del Estado faciliten 
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el acceso a espacios de produccio-
nes culturales de diferentes tipos, y 
favorezcan, a la vez, el intercambio 
intergeneracional.

La Convención, en sus artículos 8 y 
27, consagra la participación e inte-
gración comunitaria como un dere-
cho humano fundamental, de cuyo 
acceso el Estado debe ser garante. 
Desde una perspectiva de dere-
chos humanos, garantizar el ejerci-
cio de la participación de las perso-
nas mayores implica reconocerlas 
como sujetos plenos de derecho 
en el ejercicio de su ciudadanía, en 
igualdad de condiciones.

El trabajo constituye una dimensión 
relevante de las trayectorias de vida, 
y la jubilación representa, para mu-
chas personas, un hito biográfico, 
social y económico. El artículo 18 de 
la Convención reconoce el derecho 
al trabajo digno y decente, en igual-
dad de oportunidades y de trato, y 
sin discriminación por razones de 
edad. El artículo 17 reconoce el de-
recho a la seguridad social como 
garantía para llevar una vida digna.

La prolongación de la vida laboral 
como respuesta a las necesidades 
económicas no debería ser un man-
dato asociado al envejecimiento; 
sin embargo, las prestaciones de 
seguridad social no siempre ga-
rantizan condiciones económicas 
suficientes para sostener una vida 
digna. Esta situación puede llevar 
a que algunas personas mayores 
continúen trabajando luego de ju-
bilarse o comiencen nuevas activi-
dades laborales, no necesariamen-
te por elección, sino por necesidad 

económica. Asimismo, es preciso 
reconocer que muchas personas 
mayores continúan trabajando, de-
sarrollando emprendimientos o 
inician nuevas actividades produc-
tivas por elección, en el sentido de 
la construcción de nuevos proyec-
tos de vida.

Los desafíos de las políticas públi-
cas son distinguir entre el trabajo 
como necesidad y el trabajo como 
elección, generar condiciones que 
no reproduzcan estereotipos ni 
discriminación por edad, recono-
cer tanto el derecho a una vejez 
digna sin necesidad de continui-
dad laboral, así como garantizar las 
condiciones adecuadas de quienes 
desean desarrollar actividades la-
borales o productivas.
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Cuadro 5.
Eje 2. Acceso a derechos
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C. FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

El entramado institucional del Es-
tado es fundamental para la imple-
mentación de las acciones de la po-
lítica pública. Conforma un espacio 
para la participación ciudadana, la 
articulación de intereses en favor 
del bienestar colectivo y la crea-
ción de un marco estructural que 
facilite la cooperación intersecto-
rial (Huenchuan, 2016). 

En Uruguay, Inmayores es el orga-
nismo responsable de conducir, 
coordinar y evaluar la política pú-
blica en materia de envejecimiento 
y vejez. En este sentido, se destaca 
la importancia de su fortalecimien-
to como organismo rector, es decir, 
su carácter suprainstitucional de 
referencia para todo el Estado en la 
conceptualización del tema, en la 
presentación de las demandas e in-
tereses de esta población, y su ca-
pacidad de orientar la política, de 
manera transversal, intersectorial e 
interinstitucional.  

El fortalecimiento de la coordina-
ción interinstitucional y los mecanis-
mos de gestión pública es abordado 
en este eje desde la consideración 
de la transversalidad del envejeci-
miento, que exige superar respues-
tas fragmentadas y avanzar hacia 
una política pública integral y basa-
da en derechos humanos. El Tercer 
Plan representa una oportunidad 
para el Estado, para consolidar una 
institucionalidad con compromi-
sos y responsabilidades definidas 
en materia de envejecimiento y 
vejez, y mecanismos para su segui-
miento. 

La coordinación y articulación tan-
to intra- como interinstitucional es 
una herramienta fundamental de 
mejora de la calidad de las políticas 
públicas. Este principio de gestión 
postula que la coordinación y arti-
culación desde la institucionalidad 
propia con organismos públicos y 
organizaciones de la sociedad civil 
potencia el impacto de las interven-
ciones públicas sobre las vejeces. 
Las acciones públicas (en particular 
aquellas de corte integral o con ni-
veles de complejidad altos) deben 
ser pensadas en conjunto con otros 
actores de la política, sea porque 
comparten responsabilidades en la 
ejecución o porque su presencia (o 
ausencia) tiene consecuencias en 
la calidad de los bienes o servicios 
que las políticas brindan.

Desde esta perspectiva, se consi-
dera fundamental fortalecer un tra-
bajo transversal y permanente con 
las distintas unidades ejecutoras, 
institutos y direcciones nacionales 
del mides que desarrollan interven-
ciones, derivaciones y acciones en 
articulación con Inmayores, pro-
moviendo que la reflexión y el dise-
ño de políticas públicas incorporen 
la perspectiva de vejeces.

Asimismo, en este eje, se considera 
de suma importancia la producción 
de conocimiento sobre las personas 
mayores, tal como lo reconoce la 
Convención en el capítulo III, “De-
beres de los Estados parte”, artículo 
4. Una política de envejecimiento y 
vejez basada en derechos requiere 
contar con información suficiente, 
pertinente y actualizada que per-
mita reconocer la heterogeneidad 

de las experiencias de envejeci-
miento, trayectorias, condiciones 
de vida, y las desigualdades que 
atraviesan las distintas vejeces. 
Esta necesidad adquiere particular 
importancia para aquellas políticas 
que incorporan la perspectiva de 
curso de vida, dado que requieren 
comprender los efectos acumula-
tivos de las condiciones sociales, 
económicas y culturales a lo largo 
de las trayectorias vitales.

De igual forma, la producción de 
conocimiento debe contribuir a 
transformar las representaciones 
sociales, cuestionando modelos 
homogeneizantes sobre el enveje-
cimiento y la vejez, posicionando a 
las personas mayores como sujetos 
plenos de derechos. En este senti-
do, la producción de conocimiento 
constituye una herramienta para la 
garantía de derechos, ya que me-
diante la evidencia es posible visi-
bilizar desigualdades, identificar ba-
rreras o situaciones de discriminación.

Inmayores, en tanto rector de las 
políticas de envejecimiento y vejez, 
necesita contar con capacidad pro-
pia para producir, sistematizar, ana-
lizar y poner en circulación conoci-
miento. Esto es fundamental para 
orientar las políticas públicas, iden-
tificar brechas en el ejercicio de de-
rechos, evaluar resultados, así como 
para identificar y plantear desafíos 
derivados del proceso de envejeci-
miento poblacional. La producción 
de conocimiento es, entonces, cla-
ve para el ejercicio de rectoría y ca-
lidad de la política pública.

Por otra parte, el intercambio de 
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conocimientos, experiencias y 
buenas prácticas entre países y or-
ganismos internacionales permite 
ampliar las capacidades institu-
cionales, promover aprendizajes 
compartidos, desarrollar proyectos 
conjuntos, fortalecer la formación 
de recursos humanos y favorecer la 
incorporación de estándares y en-
foques de derechos humanos. En 
este sentido, la cooperación interna-
cional constituye una herramienta 
para fortalecer las políticas nacio-
nales sobre envejecimiento y vejez, 
y también se establece como deber 
de los Estados parte en el artículo 
4 de la Convención. Además, Uru-
guay cuenta con una amplia y reco-
nocida trayectoria institucional en 
materia de envejecimiento y vejez, 
de la que resultan valiosos apren-
dizajes, conocimientos y experien-
cias para compartir.

El desarrollo de las capacidades téc-
nicas de los organismos públicos es 
otra de las líneas abordadas en este 
eje. Resulta fundamental para quie-
nes diseñan, implementan y ejecu-
tan políticas y servicios públicos. En 
este sentido, la capacitación en en-
vejecimiento y vejeces debe incor-
porar una perspectiva integral, in-
terdisciplinaria, basada en derechos 
humanos, que permita comprender 
el envejecimiento como proceso 
que atraviesa el curso de vida.

Además, la capacitación es una he-
rramienta para la erradicación del 
viejismo institucional y estructu-
ral, que, en muchas ocasiones, se 
reproduce en prácticas institucio-
nales, generando barreras para el 
acceso a derechos de las personas 

mayores.

Por último, la consolidación de mar-
cos normativos resulta esencial para 
garantizar los derechos de las per-
sonas mayores. Esta supone avan-
zar en la armonización de la nor-
mativa nacional con los estándares 
internacionales en materia de dere-
chos. Particularmente, en el ámbito 
del envejecimiento y la vejez, es re-
levante identificar vacíos o contra-
dicciones relativos a la aplicación 
de la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores, 
que puedan generar situaciones de 
discriminación por edad, y promo-
ver las adecuaciones necesarias en 
la normativa nacional.

Es pertinente subrayar que, debi-
do a la necesidad de contar con 
un instrumento internacional de 
seguimiento sobre la implementa-
ción de los compromisos adquiri-
dos por los Estados parte, Uruguay 
se encuentra liderando el proceso 
de instalación del Mecanismo de 
Seguimiento de la Convención, 
tal como se indica en el capítulo vi 
(OEA, 2015).

El Consejo de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas aprobó por 
consenso la resolución que ini-
cia la redacción de la Convención 
Internacional de Derechos de las 
Personas Mayores (Iberoamérica 
Mayores, 2025). Desde entonces, 
Uruguay se encuentra trabajando, 
con la sociedad civil y la acade-
mia, en los aportes a realizar para 
la construcción de un instrumen-
to jurídicamente vinculante que 

busca garantizar la protección y el 
reconocimiento igualitario de los 
derechos humanos de las personas 
mayores a escala global.
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Cuadro 6.  
Eje 3. Fortalecimiento institucional
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Promover líneas de análisis 
y estudio sobre envejeci-
miento y diversidad sexual, 
incluyendo trayectorias 
laborales, cuidados, 
soledad y experiencias de 
discriminación.

• Cantidad de sistematizacio-
nes, estudios, informes o 
documentos producidos.

• Informe de seguimiento anual.

Departamento de Diversi-
dad Sexual - Gerencia de  
Promoción Sociocultural - 
DINADES - MIDES

Inmayores-MIDES

Contribuir a la investigación 
y producción de conoci-
miento sobre la situación de 
salud de las personas 
mayores en Uruguay.

• Cantidad de sistematizacio-
nes, estudios, informes o 
documentos producidos sobre  
la temática.

• Informes de seguimiento  
anual.

Unidad Académica de  
Geriatría y Gerontología - 
Udelar

Inmayores-MIDES

Desarrollar una línea de 
trabajo y estudio sobre 
inclusión socioeducativa de 
las personas mayores, 
promoviendo el acceso, la 
participación y la continui-
dad educativa a lo largo de 
la vida, identificando 
barreras y oportunidades 
para fortalecer propuestas 
educativas inclusivas y 
adecuadas a las diversas 
vejeces. 

• Cantidad de sistematizacio-
nes, estudios, informes o 
documentos producidos sobre  
la temática.

• Informes de seguimiento  
anual.

Inmayores-MIDES

División Socioeducativa -
DINADES 

Definir la base territorial y 
poblacional de referencia 
de cada equipo de salud, 
para asegurar la continui-
dad de la atención y el 
cuidado de las personas 
mayores.

• Elaboración de documento de 
organización territorial del  
primer nivel de atención.

ASSE

Incorporar pasantes de 
grado y posgrado en 
diversas áreas del Instituto 
y en el desarrollo de 
proyectos de la dirección.

• Cantidad de pasantes por año 
y área del Inmayores.

CIEn-Udelar Inmayores-MIDES
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Asesorar y realizar aportes  
para la elaboración de la  
Convención Internacional  
para los Derechos de las 
Personas Mayores de  
Naciones Unidas.

• Cantidad de documentos de  
aportes y asesoramiento 
elaborados.

Inmayores-MIDES

Cancillería

Consejo Consultivo  
Ampliado de Inmayores-
MIDES

Promover y desarrollar 
acuerdos de cooperación

 internacional bilaterales o 
circulares, en materia de 
envejecimiento y vejez.

• Cantidad de acuerdos de
 cooperación bilateral o circular 

promovidos y/o desarrollados
 según temática.

• Cantidad de aportes naciona-
les presentados en los ámbitos 
correspondientes.

Inmayores-MIDES

Unidad de Cooperación
 Internacional - MIDES

Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional

 (AUCI)

Liderar el proceso de  
evaluación de la aplicación  
del Plan de Acción Interna-
cional de Madrid sobre el 
Envejecimiento y elabora-
ción del Informe Nacional  
Voluntario.

• Hoja de ruta elaborada.
• Informe Nacional Voluntario 
elaborado.

• Cantidad de aportes naciona-
les presentados en los ámbitos 
correspondientes.

Inmayores-MIDES Unidad de Cooperación  
Internacional - MIDES

Protocolizar la coordinación  
asistencial según criterios  
de interconsulta y rutas  
asistenciales.

• Hoja de ruta elaborada.

• Informe Nacional Voluntario 
elaborado.

• Cantidad de aportes naciona-
les presentados en los ámbitos 
correspondientes.

ASSE

Mejorar la respuesta ante la  
solicitud de informe  
biomédico y funcional.

• Protocolo de valoración e  
informe.

ASSE

FORTALECER LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y LOS MECANISMOS DE SEGUIMIENTO DE COMPROMISOS INTERNACIONALES

OBJETIVO ESPECÍFICO 3.5. 

ACCIONES
INSTITUCIÓN/ES 

U ORGANIZACIÓN/ES
RESPONSABLE/S

INDICADORES
INSTITUCIÓN/ES

 U ORGANIZACIÓN/ES QUE
COLABORA/N
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Evaluación 
y monitoreo

Capítulo 8
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En este capítulo se aborda el sis-
tema de seguimiento orientado al 
monitoreo de las acciones a las que 
se han comprometido las diversas 
instituciones en el marco del Ter-
cer Plan. En el documento Segundo 
Plan Nacional de Envejecimiento 
y Vejez 2016-2019. Seguimiento a 
dos años de implementación (Mo-
rales et al., 2018), se determina 
que el Segundo Plan no contó en 
su formulación con indicadores 
de seguimiento definidos desde el 
inicio. Tomando eso en considera-
ción, en esta oportunidad se busca 
superar dicha debilidad al formular, 
desde el inicio y en acuerdo con las 
instituciones, un sistema que de-
termine a través de qué indicadores 
y en qué momento se va a realizar el 
seguimiento del plan.

El monitoreo refiere a un proceso 
sistemático y continuo de recolec-
ción, análisis y uso de información 
sobre la implementación de las ac-
ciones, con el propósito de cono-
cer su grado de avance, identificar 
dificultades y orientar la toma de 
decisiones durante su ejecución. 
De este modo, el monitoreo cons-
tituye una herramienta central para 
la gestión pública, en tanto permite 
dar seguimiento al cumplimiento 
de los compromisos asumidos y 
promover mejoras en la ejecución.

A modo de ejemplo, en lo relativo a 
la implementación de capacitacio-
nes dirigidas a funcionarios públi-
cos sobre envejecimiento y vejez, 
el monitoreo consistirá en relevar, 
de manera periódica, información 
como la cantidad de instancias 
formativas realizadas, el número 
de participantes, los organismos 
involucrados, etcétera. Asimismo, 
permitirá identificar dificultades en 
la implementación —por ejemplo, 
baja inscripción en determinadas 

áreas, problemas de asistencia o li-
mitaciones en la disponibilidad ho-
raria— y, a partir de ello, introducir 
ajustes durante la ejecución en as-
pectos tales como la ampliación de 
la convocatoria, la adaptación de 
los contenidos o la diversificación 
de las modalidades de dictado.

El sistema de seguimiento a utilizar 
se centra en el uso de indicadores 
de proceso y de producto. Se en-
tiende por indicadores las herra-
mientas que permiten medir distin-
tos aspectos de la implementación 
de las acciones. En particular, los 
indicadores de proceso refieren 
a la medición del desarrollo de las 
actividades previstas, tales como la 
realización de instancias de forma-
ción o capacitación, campañas de 
sensibilización o espacios de coor-
dinación entre instituciones. Por su 
parte, los indicadores de producto 
permiten cuantificar los bienes y 
servicios generados a partir de di-
chas actividades, así como la can-
tidad de personas alcanzadas, los 
documentos elaborados o mesas 
técnicas implementadas.

La información necesaria para el 
monitoreo provendrá, principal-
mente, de registros administra-
tivos, es decir, los datos que las 
instituciones generan en el marco 
de su gestión cotidiana, así como 
de sistemas de información pú-
blicos e informes elaborados por 
los organismos responsables. Por 
este motivo, es que se solicita a 
los distintos actores involucrados 
(instituciones, organizaciones so-
ciales, academia) que registren la 
información referida a sus activi-
dades que pueda dar cuenta de las 
acciones concretadas. En este sen-
tido, se promoverá la articulación 
interinstitucional entre distintos 
organismos del Estado, para facili-

tar el intercambio de información y 
poder dar cuenta, de forma precisa 
y en los tiempos estipulados, del 
desarrollo de las acciones.

El sistema de seguimiento prevé la 
elaboración de informes periódi-
cos de avance, esto es, documen-
tos que sistematicen la información 
disponible sobre la implementa-
ción del plan en un período deter-
minado. Estos informes tendrán 
como finalidad comunicar los pro-
gresos alcanzados, identificar de-
safíos y contribuir a la rendición 
de cuentas. También está previsto 
convocar, en el marco del Conse-
jo Consultivo, una Mesa de Segui-
miento del Tercer Plan, planificada 
para el primer semestre de 2028, 
sin perjuicio de que puedan gene-
rarse otras instancias.

En síntesis, el sistema de segui-
miento del Tercer Plan es un com-
ponente fundamental para garanti-
zar su implementación efectiva, que 
permitirá contar con información 
sobre el desarrollo de las acciones, 
contribuyendo así a la consolida-
ción de políticas públicas más efi-
caces, transparentes y orientadas 
hacia los derechos de las personas 
mayores.
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Anexo I

El Sello Vejeces se plantea inicial-
mente como un proyecto que, a 
partir de su implementación, eva-
luación y mejora continua, aspira 
a consolidarse como una política 
pública impulsada por Inmayores, 
con el compromiso de las direc-
ciones nacionales del Ministerio de 
Desarrollo Social y en alianza con 
instituciones públicas, la academia 
y organizaciones sociales. Su desa-
rrollo estará sujeto a procesos de 
revisión, monitoreo y retroalimen-
tación por parte de las organizacio-
nes participantes y de la población 
objetivo. El sello busca reconocer, 
certificar, formar y acompañar a 
instituciones, empresas y organi-
zaciones que promuevan buenas 
prácticas hacia las personas mayo-
res, desde un enfoque de derechos 
humanos, inclusión y erradicación 
del viejismo. Promueve servicios y 
espacios accesibles, entornos in-
clusivos y libres de discriminación 
por edad, desde una perspectiva de 
curso de vida que reconoce que las 
personas envejecemos a lo largo de 
toda la vida y en los distintos ám-
bitos en los que nos desarrollamos 
cotidianamente. Desde este enfo-
que, el sello contempla las diferen-
tes ocupaciones y dimensiones de 
la vida cotidiana, entre ellas el tra-
bajo, las actividades instrumenta-
les de la vida diaria, la educación, el 
ocio, el tiempo libre y la participa-
ción social. Asimismo, incorpora la 
ciudadanía e inclusión digital como 
una dimensión transversal, pro-
moviendo entornos, plataformas 
y canales de atención accesibles, 
claros y amigables que favorezcan 
la autonomía, la participación y el 
ejercicio de derechos de las perso-
nas mayores.

En este marco, y con la participa-
ción de Ibirapitá como programa 
de cogobierno entre MIDES y BPS, 
el sello incluirá, entre otras dimen-
siones, la promoción del buen tra-
to hacia las personas mayores en 
organismos públicos y privados y 
la incorporación de criterios de ac-
cesibilidad digital. A través de pro-
cesos de diagnóstico, capacitación 
y mejora continua, busca generar 
transformaciones culturales e insti-
tucionales que fortalezcan la auto-
nomía, la participación y la calidad 
de vida de las personas mayores, 
con especial atención a quienes 
se encuentran en situaciones de 
mayor vulnerabilidad. Asimismo, 
prevé la articulación con la Tarjeta 
Vejeces, posibilitando el acceso a 
beneficios y descuentos en organi-
zaciones certificadas.

Anexo II

El Programa de Promotores/as de 
Integración Sociocultural, Comu-
nitaria y de Participación busca ge-
nerar condiciones que favorezcan 
la participación activa de las per-
sonas mayores en la vida cultural, 
social y comunitaria de sus terri-
torios. La propuesta se sustenta en 
un enfoque de derechos humanos, 
autonomía y democracia cultural, 
en diálogo con los principios de la 
Convención Interamericana sobre 
la Protección de los Derechos Hu-
manos de las Personas Mayores, 
particularmente con el derecho a la 
participación e integración comu-
nitaria y social. La iniciativa parte 
del reconocimiento de las personas 
mayores como sujetos culturales, 
portadoras de saberes, memorias, 
experiencias y formas diversas de 

habitar y producir cultura. En este 
sentido, busca favorecer el acceso 
y la participación en propuestas 
culturales, recreativas, deporti-
vas, educativas y comunitarias, así 
como generar oportunidades para 
el encuentro, el intercambio y la 
creación colectiva, reconociendo 
los intereses y capacidades de cada 
persona y comunidad. El fortaleci-
miento de estos vínculos y espa-
cios de participación constituye, 
asimismo, una estrategia de pro-
moción del bienestar y de la salud 
mental que favorece la prevención 
de situaciones de aislamiento so-
cial y soledad no deseada.

El rol del/la promotor/a no será de 
cuidado ni de asistencia, sino de 
mediación y facilitación: identificar 
y contribuir a remover barreras que 
dificulten la participación, brindar 
información y orientación, favo-
recer vínculos con recursos y pro-
puestas existentes en el territorio, 
y acompañar procesos de partici-
pación y creación. Su intervención 
buscará fortalecer la autonomía 
y ampliar las posibilidades de las 
personas mayores para participar, 
decidir y construir sus propios pro-
yectos de vida. El programa estará 
dirigido prioritariamente a perso-
nas mayores autónomas para am-
pliar sus posibilidades de partici-
pación comunitaria. La iniciativa 
se desarrollará en articulación con 
la Gerencia Sociocultural de DINA-
DES-MIDES, promoviendo el vínculo con 
sus programas, propuestas y re-
cursos, así como con las iniciativas 
culturales y comunitarias existen-
tes en los territorios.
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